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Resumen

Análisis legislativo y jurisprudencial de la exención en el impuesto de 
construcciones, instalaciones y obras (ICIO) a la Iglesia Católica desde 
el año 1979, fecha del Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede 
de 3 de enero de 1979 sobre asuntos económicos, hasta la reciente Sen-
tencia de 27 de junio del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en la 
que se abordan las «ayudas existentes» y las «nuevas ayudas», así como 
los requisitos para que las exenciones fiscales puedan constituir una ayu-
da estatal prohibida por el art. 107.1 TFUE.

Palabras clave: ICIO; beneficios fiscales; Iglesia Católica; ayudas nue-
vas; ayudas existentes; ventaja económica selectiva.

The effects of the judgment of the Court of Justice of the Europe-
an Union of 27 June of 2017 on the fiscal benefits of local taxes

Abstract

The article examines the legislative and case law framework about the 
tax applicable to building, installations and infrastructural work (ICIO) 
to the Catholic Church since 1979, year of the Agreement between the 
Spanish State and the Holy See of 3 January of 1979 on economic mat-
ters, until the recent judgment of the Court of Justice of the European 
Union of 27 June of 2017 on the “existing aids” and “new aids” and the 
parameters for considering tax exemptions as a state aid prohibited by 
article 107.1 TFEU. 
Keywords: tax applicable to building; installations and infrastructural 
work; fiscal benefits; Catholic Church; new aids; existing aids; selective 
economic advantage.
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1 
Introducción

Es objeto de esta ponencia la exposición y comentario de las pautas y crite-
rios generales del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) sobre la 
exención fiscal, referida al impuesto de instalaciones, construcciones y obras 
(ICIO), a favor de la Iglesia Católica en virtud del Acuerdo suscrito por el 
Estado español con la Santa Sede el 3 de enero de 1979, y, por extensión, a 
los demás supuestos y beneficiarios de exenciones fiscales, en el marco de la 
prohibición general de ayudas estatales que establece el art. 107 del TFUE 
(Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea). Se trata de la STJUE de 
27 de junio de 2017, de la Gran Sala, asunto C-74/16, que resuelve la cuestión 
prejudicial planteada por el Jugado de lo Contencioso-Administrativo n.º 4 
de Madrid en los autos 247/2014, a instancia de la Congregación de Escuelas 
Pías - Provincia Betania contra el Ayuntamiento de Getafe, el cual denegó 
a la reclamante la exención prevista en dicho Acuerdo Internacional por la 
incidencia del derecho comunitario de defensa de la competencia concretado 
en dicho precepto del TFUE, en función de la naturaleza de la actividad a 
desarrollar en los inmuebles objeto de dicho impuesto local (una actividad 
económica).

Es obvio que la obligación tributaria de pago, o bien la exención de pago, 
del ICIO por parte de la Iglesia Católica (la Santa Sede, como órgano que 
personifica a la Iglesia Católica, y la Conferencia Episcopal, las diócesis, las 
parroquias y otras circunscripciones territoriales, las Órdenes y Congregacio-
nes religiosas y los Institutos de vida consagrada y sus provincias y sus casas) 
es de gran trascendencia económica tanto para las Haciendas locales como 
para quien sería sujeto pasivo del impuesto. Es sabido que la Iglesia Católica, 
sus entes y órganos, desarrollan actividades con objeto y fines que no son 
propiamente religiosos, sino que constituyen verdaderas explotaciones eco-
nómicas (en hospitales, colegios, centros universitarios, emisoras de radio, 
inversiones inmobiliarias, etc.), y cuenta con inmuebles destinados a estos 
fines o no directamente relacionados con fines religiosos o de culto; es decir, 
determinados inmuebles propiedad de la Iglesia Católica o sus entes depen-
dientes constituyen, por las actividades que se realizan en ellos, una actividad 
o explotación económica, y este es, como veremos, un factor determinante de 
la obligación impositiva de acuerdo con la normativa comunitaria, que es la 
relevante a estos efectos. La discriminación de estas actividades, estrictamen-
te religiosas o de culto y otras esencialmente empresariales o económicas, 
que tienen por objeto la obtención de ingresos económicos, y la existencia de 
inmuebles de su propiedad destinados a estos fines en mayor o menor medida, 
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y que pueden precisar la realización de construcciones, instalaciones y obras 
que, prescindiendo de la personalidad del promotor, estarían sujetas al ICIO, 
es trascendente, como veremos, a efectos de tributación, en atención a los ins-
trumentos normativos que establecen o regulan la exención relativa a dicho 
tributo, la jurisprudencia estatal y, en la actualidad, la normativa comunitaria 
sobre defensa de la competencia y la jurisprudencia del TJUE al respecto, en 
la medida en que pueden constituir una ayuda estatal, prohibida por el art. 
107 TFUE, que recientemente se ha añadido al marco jurídico de referencia 
como criterio determinante del pago o la exención. Es por lo menos curioso 
que este último criterio jurídico haya sido descubierto o puesto de manifiesto 
hace escasamente un par de años, si se tiene en cuenta que España ingresó 
en la UE en 1986, antes de que se creara el ICIO, asumiendo como propio y 
preferente, desde entonces, el ordenamiento comunitario.

La controversia acerca del pago o de la exención proviene, en un prin-
cipio, de la existencia de varias normas, una con categoría de tratado inter-
nacional (el Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede de 3 de enero 
de 1979), y otra de rango reglamentario interno (la Orden Ministerial de 5 
de junio de 2001), cuya interpretación generó una línea jurisprudencial por 
parte de nuestro Tribunal Supremo, hasta que se puso de manifiesto ante los 
tribunales el art. 107 TFUE. Es necesaria una referencia expresa a la historia 
jurídica de esta controversia, hasta la incidencia de la reciente STJUE de 27 
de junio de 2017 que, dada su trascendencia, será objeto primordial de estudio 
en el presente comentario, porque facilita las pautas adecuadas para decidir 
cuándo la Iglesia Católica y sus entes dependientes quedan sometidos al pago 
del ICIO, y en general cuándo la exención caería en el ámbito de la prohibi-
ción del art. 107 TFUE. 

2 
Historia jurídica de la controversia

2.1 
El Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede de 3 de enero de 

1979 sobre asuntos económicos («el Acuerdo»)

Dicho Acuerdo, suscrito el 3 de enero de 1979, que tiene categoría de Tratado 
internacional integrado en nuestro ordenamiento jurídico, establece en su ar-
tículo IV, apartado 1, lo siguiente: 

La Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las diócesis, las parroquias y 
otras circunscripciones territoriales, las Órdenes y Congregaciones re-
ligiosas y los Institutos de vida consagrada y sus provincias y sus casas 
tendrán derecho a las siguientes exenciones: 
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A) Exención total y permanente de la Contribución Territorial Urbana 
de los siguientes inmuebles: 
1) Los templos y capillas destinados al culto, y asimismo, sus dependen-
cias o edificios y locales anejos destinados a la actividad pastoral. 
2) La residencia de los Obispos, de los Canónigos y de los Sacerdotes 
con cura de almas. 
3) Los locales destinados a oficinas, la Curia diocesana y a oficinas 
parroquiales. 
4) Los Seminarios destinados a la formación del clero diocesano y re-
ligioso y las Universidades eclesiásticas en tanto en cuanto impartan 
enseñanzas propias de disciplinas eclesiásticas. 
5) Los edificios destinados primordialmente a casas o conventos de las 
Órdenes, Congregaciones religiosas e Institutos de vida consagrada. 
B) Exención total y permanente de los impuestos reales o de producto, 
sobre la renta y sobre el patrimonio. 
Esta exención no alcanzará a los rendimientos que pudieran obtener 
por el ejercicio de explotaciones económicas ni a los derivados de su 
patrimonio, cuando su uso se halle cedido, ni a las ganancias de capital, 
ni tampoco a los rendimientos sometidos a retención en la fuente por 
impuestos sobre la renta. 
C) Exención total de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y 
Transmisiones Patrimoniales, siempre que los bienes o derechos adqui-
ridos se destinen al culto, a la sustentación del clero, al sagrado aposto-
lado y al ejercicio de la caridad. 
D) Exención de las contribuciones especiales y de la tasa de equivalen-
cia, en tanto recaigan estos tributos sobre los bienes enumerados en la 
letra A) de este artículo.
El artículo VI del mismo Acuerdo señala que la Santa Sede y el Gobier-

no español «procederán de común acuerdo en la resolución de las dudas o 
dificultades que pudieran surgir en la interpretación o aplicación de cualquier 
cláusula del presente Acuerdo, inspirándose para ello en los principios que lo 
informan», y el artículo 2 del Protocolo Adicional establece que «Ambas 
Partes, de común acuerdo, señalarán los conceptos tributarios vigentes en los 
que se concretan las exenciones y los supuestos de no sujeción enumerados 
en los artículos III a V del presente Acuerdo. Siempre que se modifique sus-
tancialmente el ordenamiento jurídico-tributario español, ambas Partes con-
cretarán los beneficios fiscales y los supuestos de no sujeción que resulten 
aplicables de conformidad con los principios de este Acuerdo».

La controversia sobre la exención relativa al ICIO se ha manifestado ini-
cialmente por su –posible- inclusión en la letra B antes transcrita, en cuanto 
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pueda considerarse un impuesto «real o de producto, sobre la renta y sobre el 
patrimonio».

Hay que destacar, como primera observación, que en todos los apartados, 
excepto en el B), se delimita la exención en atención a los fines religiosos o de 
culto de los bienes o derechos en cuestión, en tanto que en dicho apartado B) 
la exención se establece de modo general, sin dicha delimitación en función 
del destino de los bienes o actividad que en ellos se realice («exención total 
y permanente de los impuestos reales o de producto, sobre la renta y sobre el 
patrimonio»), además de requerir la procedente interpretación de los términos 
empleados para definir los tributos afectados por la exención.

Hay que señalar asimismo que en ningún momento se cumplieron por las 
partes contratantes estas previsiones ulteriores de concreción de las exencio-
nes y supuestos de no sujeción, lo que ha contribuido a acrecentar la contro-
versia de la que tratamos. 

2.2 
El impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras (ICIO)

El ICIO, impuesto municipal, indirecto y real, fue creado, ex novo, por la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. Se trataba, 
por tanto, de un impuesto nuevo con respecto al sistema impositivo anterior, 
que no sustituía formal ni materialmente ninguna de las figuras tributarias 
hasta entonces vigentes, en contraste con la contribución territorial rústica 
y urbana, que fue sustituida por el IBI, o con las licencias fiscales de activi-
dades comerciales e industriales, de actividades profesionales y artísticas, y 
con el impuesto sobre la radicación, que fueron sustituidos por el IAE. Por 
esta razón se ha dicho que, conforme al artículo 2 del Protocolo Adicional del 
Acuerdo con la Santa Sede, al tratarse de una modificación sustancial del sis-
tema jurídico-tributario, ambas partes debieron alcanzar un acuerdo adicional 
concretando los supuestos de exención «que resulten aplicables de conformi-
dad con los principios de este Acuerdo».

La redacción original de la Ley 39/1988 no contenía, con respecto al 
ICIO, ningún supuesto de exención o beneficio fiscal. Sin embargo, el Real 
Decreto-ley 7/1989, de 29 de diciembre, sobre medidas urgentes en mate-
ria presupuestaria, financiera y tributaria, sí estableció en su artículo 32.dos 
la exención a favor de las «construcciones, instalaciones u obras de las que 
sean dueños el Estado, las comunidades autónomas o las entidades locales 
que estando sujetas al mismo, vayan a ser directamente destinadas a carre-
teras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas, saneamiento de 
poblaciones y de sus aguas residuales, aunque su gestión se lleve a cabo por 
organismos autónomos, tanto si se trata de obras de inversión nueva como de 
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conservación»; previsión que se incorporó a la LHL definitivamente por la 
Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del 
orden social, añadiendo un segundo apartado al primitivo artículo 101 LHL, 
que corresponde hoy al artículo 100.2 del Texto Refundido.  

En la actualidad, se regula en los artículos 100 a 103 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLHL). Así, el art. 
100.1, «Naturaleza y hecho imponible», dispone que «1. El Impuesto sobre 
Construcciones, Instalaciones y Obras es un tributo indirecto cuyo hecho im-
ponible está constituido por la realización, dentro del término municipal, de 
cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija obtención de la 
correspondiente licencia de obras o urbanística, se haya obtenido o no dicha 
licencia, siempre que su expedición corresponda al ayuntamiento de la impo-
sición». Y el apartado 2 establece que «está exenta del pago del impuesto la 
realización de cualquier construcción, instalación u obra de la que sea dueño 
el Estado, las comunidades autónomas o las entidades locales, que estando 
sujeta al impuesto, vaya a ser directamente destinada a carreteras, ferrocarri-
les, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas, saneamiento de poblaciones y de 
sus aguas residuales, aunque su gestión se lleve a cabo por organismos autó-
nomos, tanto si se trata de obras de inversión nueva como de conservación».

Como se ve, los supuestos de exención del pago del ICIO se refieren a 
grandes obras de interés público, manteniéndose la controversia en cuanto 
a la exención a favor de la Iglesia Católica y sus entes dependientes, en el 
marco del Acuerdo con la Santa Sede y la posterior Orden ministerial de 5 de 
junio de 2001.

2.3 
Dictamen del Consejo de Estado de 25 de julio de 1996 y Resolución de 
la Subdirección General de Tributos Locales del Ministerio de Economía 

y Hacienda de 19 de junio de 2000

El Consejo de Estado tuvo la oportunidad de pronunciarse al respecto con 
motivo de una consulta formulada por el Ayuntamiento de Manzanares (Ciu-
dad Real), mediante dictamen de fecha 25 de julio de 1996 (núm. 2570/95), 
que partió de la base de que la LHL instauró un nuevo sistema impositivo 
local, como se expresaba en su propia exposición de motivos, según la cual 
se establece un nuevo sistema de recursos de las Haciendas locales adecuado 
a la realidad y a las necesidades de estas, introduciendo cambios sustanciales 
tendentes a racionalizar el sistema tributario local que se traducen, entre otras 
cosas, en la creación de un quinto impuesto, también de carácter voluntario: 
el ICIO, que surge ex novo. Por este motivo debió seguirse el trámite estable-
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cido en los artículos VI y 2.º del Protocolo Adicional del Acuerdo, en orden 
a la concreción por mutuo acuerdo de los beneficios fiscales aplicables a los 
nuevos impuestos municipales, lo que no se hizo. Concluía que, con esta omi-
sión, teniendo en cuenta que el ICIO es un tributo indirecto, podía sostenerse 
fundadamente que no procedía exención alguna a favor de la Iglesia Católica, 
al menos en tanto no tuviera lugar el acuerdo de concreción de referencia, 
que «comporta un ‘prius’ que (…) debiera ser esclarecido preferentemente».

Por su parte, la resolución de la Subdirección General de Tributos Lo-
cales del Ministerio de Economía y Hacienda de fecha 19 de junio de 2000, 
en respuesta a una consulta del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María 
(Cádiz), señalaba que «en dicho Acuerdo no se contiene precepto alguno en 
el que se reconozca a favor de la Iglesia Católica exención en el ICIO, lo cual, 
por otra parte, es perfectamente comprensible si se tiene en cuenta que el 
mencionado tributo fue creado por la Ley 39/1988, apareciendo, por tanto, tal 
figura en el ordenamiento jurídico nueve años después de la entrada en vigor 
del mencionado Acuerdo. Además, dicho acuerdo no contiene norma alguna 
que conceda exención a favor de la Iglesia Católica con relación a tributos de 
idéntica o análoga naturaleza al impuesto en examen, concebida en términos 
tales que permitiese entender que podría ser aplicable al, entonces, futuro 
ICIO», concluyendo que «no existe motivo alguno en que pueda fundamen-
tarse la concesión del beneficio fiscal».

2.4 
La jurisprudencia hasta octubre de 2003

El traslado de la discusión a los tribunales provocó una línea jurisprudencial 
que, aparentemente, fue decisiva. La Sentencia del Tribunal Supremo de 31 
de marzo de 2001 siguió la doctrina mantenida por la anterior de 19 de marzo 
del mismo año, ambas recaídas en supuestos en los que los inmuebles sujetos 
al gravamen se destinaban a fines religiosos o de culto (actividades apostóli-
cas y obras de ampliación de una parroquia). Señalaban que «aun cuando se-
ría un elemento de gran clarificación el que las partes signatarias del Acuerdo 
se reunieran periódicamente para determinar cuál es su secuencia y concreto 
alcance», no se podía negar que los tribunales, en su labor hermenéutica, 
interpretaran su contenido, lo que así hicieron resolviendo que la Iglesia Ca-
tólica disfrutaba de tal exención teniendo en cuenta que (a) el ICIO es un 
impuesto de carácter real y, además, indirecto (así lo definió la propia LHL) 
y por tanto un impuesto objetivo y real; (b) aunque resulta difícil encuadrar 
los nuevos impuestos de la LHL en clasificaciones clásicas como las conteni-
das en el artículo IV.1.B) del Acuerdo, el ICIO podría considerarse como un 
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tertium genus entre renta y patrimonio, pues grava la renta que aflora en el 
sujeto pasivo y se transforma en patrimonio; y (c) no obstante ese potencial 
carácter mixto no impide que en definitiva se le encuadre en la categoría de 
impuesto real sobre la renta, lo que permite situarlo en la letra B) del art. IV.1 
del Acuerdo. Añadía que si el resultado de la construcción, instalación y obra 
(es decir, el inmueble) se halla exento del impuesto sobre bienes inmuebles, 
en cuanto el mismo está considerado, expresa e indubitadamente, como un 
impuesto real y comprendido, consecuentemente, en el artículo IV.1.B) del 
Acuerdo, es obvio que, lógica y necesariamente, debe estar también exento 
del ICIO el proceso (o sea, la construcción, instalación o la obra) por el que, 
a consecuencia del mismo, se desemboca en aquel resultado. 

Tal decisión fue criticada por la doctrina, entre otras razones porque se 
rompía el régimen de igualdad en materia de exenciones fiscales establecido 
a la sazón por las leyes 24/1992, 25/1992 y 26/1992, todas ellas de 10 de 
noviembre (BOE de 12 de noviembre de 1992), por las que se aprobaron 
respectivamente -en aplicación de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de 
Libertad Religiosa, y en consideración al respeto a las confesiones religiosas 
y al derecho a la igualdad entre todas ellas- los Acuerdos de Cooperación del 
Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la 
Federación de Comunidades Israelitas de España y la Comisión Islámica de 
España. En tales normas se establecían las exenciones aplicables a las mis-
mas, tanto en los tributos estatales como municipales, y ninguna de dichas 
leyes mencionaba exención alguna en el ICIO, a pesar de que todas fueron 
promulgadas cuando el ICIO ya existía.

2.5 
La Orden del Ministerio de Hacienda de 5 de junio de 2001

Al ser consciente el Gobierno de que la cuestión era dudosa o por lo menos 
objeto de una seria controversia, fue dictada la referida Orden ministerial, en 
la que, tomando en consideración la jurisprudencia indicada, dispone: 

Primero.- El impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras, re-
gulado en los arts. 101 a 104 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales, está incluido entre los impuestos 
reales o de producto a que hace referencia la letra B) del apartado 1 del 
artículo IV del Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede sobre 
Asuntos Económicos, de 3 de enero de 1979.
Segundo.- La Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las Diócesis, las 
Parroquias y otras circunscripciones territoriales, las Órdenes y Con-
gregaciones Religiosas y los Institutos de Vida Consagrada y sus provin-
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cias y sus casas, disfrutan de exención total y permanente en el impuesto 
sobre construcciones, instalaciones y obras.
Por esta vía normativa el propio Ministerio de Hacienda daba entrada 

expresa y explícita a la exención a favor de la Iglesia Católica en el ICIO, 
con carácter general, sin atención a los fines o actividades a desarrollar en los 
inmuebles objeto del gravamen.

2.6 
La STS de 3 de octubre de 2003

La citada Sentencia, esta vez en un supuesto referido a una actividad clara-
mente empresarial de la Iglesia Católica, o a una «explotación económica 
productora de rendimientos» (se trataba de un hospital que incluso mantenía 
conciertos de asistencia sanitaria con aseguradoras privadas, compitiendo en 
el mercado con otras entidades hospitalarias o sanitarias), el Tribunal Supre-
mo estima el recurso interpuesto por la Comunidad religiosa recurrente con 
fundamento en la Orden ministerial de 5 de junio de 2001, que transcribe, y 
añade que «obviamente no es aplicable al ICIO el segundo párrafo de la letra 
B), del apartado 1, del artículo IV, del Acuerdo referido, que excluye de dicha 
exención a los rendimientos que pudieran obtener por el ejercicio de explo-
taciones económicas, que es lo que acontece en el caso de autos, pues la sen-
tencia de instancia ha declarado probado que el Hospital de San Justo y San 
Pastor constituye por las actividades que se realizan en él, una explotación 
económica, porque tal excepción es aplicable al impuesto sobre sociedades, 
pero nada tiene que ver con el ICIO que es un impuesto indirecto aunque real, 
como ha mantenido esta Sala en las sentencias invocadas en la exposición de 
motivos de la Orden Ministerial reproducida».

Indica esta Sentencia que la Orden de 5 de junio de 2001 es una dispo-
sición de naturaleza interpretativa y, por tanto, con efectos retroactivos, que 
la Sala debe respetar, aunque resulta sorprendente que se haya dictado doce 
años después de promulgada la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, de Hacien-
das Locales, que estableció el ICIO, cuando lo procedente hubiera sido que, 
de conformidad con el Protocolo Adicional del Acuerdo, se hubiera acordado 
la inclusión del ICIO dentro de las exenciones reguladas en dicho Acuerdo 
Concordatorio, simultáneamente con la entrada en vigor de este impuesto. In-
siste, por tanto, en la crítica hacia la pasividad del Estado, que ya había puesto 
de manifiesto en las sentencias de 19 y 31 de marzo de 2001.
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2.7 
La Orden EHA/2814/2009, de 15 de octubre

Otro hito fundamental fue la Orden EHA/2814/2009, de 15 de octubre, por 
la que se modifica la Orden de 5 de junio de 2001. La justificación de su pro-
mulgación viene explicada en la exposición de motivos, basada en considerar 
«necesaria la equiparación del contenido de la exención en el impuesto sobre 
bienes inmuebles para los inmuebles de la Iglesia Católica con el contenido 
de la exención en el impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras 
para las construcciones, instalaciones u obras que se lleven a cabo en dichos 
inmuebles»; y añade que «es cierto que no parece lógico que en un inmueble 
que no esté exento del impuesto sobre bienes inmuebles, por no tener como 
destino ninguno de los exigidos en la letra A) del apartado 1 del art. IV del 
Acuerdo, las obras que en él se realicen sí gocen de exención en el impuesto 
sobre construcciones, instalaciones y obras, exención que se aplica conforme 
a lo dispuesto en la letra B) del apartado 2 del art. IV del Acuerdo, por mor 
de la interpretación dada a la misma por la citada Orden del Ministerio de 
Hacienda de 5 de junio de 2001». 

Con tal propósito, en su artículo único se modifica el apartado segundo 
de la Orden de 5 de junio de 2001, que pasa a tener la siguiente redacción: 
«La Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las Diócesis, las Parroquias y otras 
circunscripciones territoriales, las Órdenes y Congregaciones Religiosas y los 
Institutos de Vida Consagrada y sus provincias y sus casas, disfrutan de exen-
ción total y permanente en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y 
Obras, para todos aquellos inmuebles que estén exentos de la Contribución 
Territorial Urbana (actualmente, Impuesto sobre Bienes Inmuebles)». 

De esta forma, con la introducción de este último párrafo resaltado, que-
daban exentas del ICIO solamente las instalaciones, construcciones y obras 
realizadas en inmuebles que, a su vez, se encontraban exentos del IBI por 
aplicación del apartado 1.A) del artículo IV del Acuerdo, esto es, los destina-
dos a fines exclusivamente religiosos. 

2.8 
La anulación de la Orden EHA/2814/2009, de 15 de octubre

Pero esta solución duró pocos años, ya que, planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo n.º 2 de Zaragoza la cuestión de ilegalidad, la 
Audiencia Nacional dictó sentencia con fecha de 9 de diciembre de 2013 
por la que se anulaba la referida Orden, por considerarla contraria al artículo 
IV.1.B) del Acuerdo, con fundamento en que, de una parte, «al introducir el 
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Ministerio de Hacienda a través de la Orden EHA/2814/2009, de 15 de octu-
bre, la “interpretación” consistente en que la Santa Sede y demás entidades 
religiosas, disfrutarán de exención total y permanente en el Impuesto sobre 
Construcciones, Instalaciones y Obras “para todos aquellos inmuebles que 
estén exentos de la Contribución Territorial Urbana (actualmente, Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles)”, es claro, a juicio de la Sala, que incurre en un 
efecto real de innovación, como se denuncia, al restringir lo estipulado en el 
artículo IV.1.B), del Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede para 
Asuntos Económicos de 3 de enero de 1979, dado que limita la exención 
en él establecida, así como lo dispuesto en la Orden del propio Ministerio 
de Hacienda de 5 de junio de 2001, que aclara dicho Acuerdo»; y, de otra, 
«se infringe también, por razón de dicha interpretación, el apartado VI del 
Acuerdo de referencia, según el cual “La Santa Sede y el Gobierno español 
procederán de común acuerdo en la resolución de las dudas o dificultades que 
pudieran surgir en la interpretación o aplicación de cualquier cláusula del pre-
sente Acuerdo, inspirándose para ello en los principios que lo informan”, pues 
no consta negociación ni contacto alguno, ni menos acuerdo, entre el Estado 
Español y la Santa Sede a los efectos en debate». 

Interpuesto recurso de casación por la Administración General del Es-
tado contra la citada sentencia de la Audiencia Nacional, con fecha 19 de 
noviembre de 2014 la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo dictó sentencia desestimatoria (Rec. n.º 402/2013), aceptando la 
fundamentación de la sentencia recurrida, al considerar que «es evidente la 
innovación del ordenamiento jurídico que la Orden impugnada contiene. No 
solo por las razones que ofrece la sentencia de instancia, que se aceptan y 
se dan por reproducidas, sino porque la propia Orden así lo declara abierta-
mente, aunque de modo tácito, cuando afirma: “No obstante, se considera 
necesaria la equiparación del contenido de la exención en el Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles para los inmuebles de la Iglesia Católica con el contenido 
de la exención en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras 
para las construcciones, instalaciones u obras, que se lleven a cabo en dichos 
inmuebles”. Con la mencionada equiparación de IBI e ICIO se produce una 
reducción del alcance de la exención que no se contenía en la Orden del Mi-
nisterio de Hacienda de 5 de junio de 2001. La equiparación que se efectúa de 
los conceptos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) y del Impuesto real 
(ICIO), es errónea, pues es claro que, como mantiene el Juzgado que plantea 
la presente cuestión, si bien el IBI es un impuesto real (y por tanto todo in-
mueble exento del mismo lo está también de los demás tributos reales a tenor 
del apdo. 1. A, del art. IV del Acuerdo), sin embargo no todos los inmuebles 
exentos del ICIO o de cualquier otro tributo real, están exentos del IBI, y 
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así el citado apartado 1. A), relaciona una serie de inmuebles exentos total 
y permanentemente de la Contribución Territorial y Urbana, con sus propias 
condiciones y excepciones, en tanto que el apartado 1. B), C) y D) recoge, 
respectivamente, la exención total y permanente de los impuestos reales o 
de producto sobre la renta y sobre el patrimonio; la exención total de los im-
puestos sobre sucesiones y donaciones y transmisiones patrimoniales, y por 
último la exención de las contribuciones especiales y de la tasa de equivalen-
cia, cada uno de ellos con las limitaciones y excepciones que se especifican 
en cada caso. Con lo que se evidencia la posibilidad de existencia de tales 
exenciones por separado, entre ellas la del ICIO, siempre que se cumplan las 
condiciones impuestas para cada una de ellas y con las limitaciones que se 
señalan, sin que para ello sea requisito necesario la previa exención del IBI.

En segundo lugar, si realmente la norma de 5 de junio de 2001 tiene natu-
raleza interpretativa es manifiesto que no puede ser objeto de interpretaciones 
sucesivas pues la interpretación se agota en el acto interpretativo, no siendo 
posibles sucesivas interpretaciones modificativas de la precedente, que es lo 
que se ha hecho. Y, finalmente, la Orden impugnada vulnera el mecanismo de 
resolución de dudas y dificultades que surjan en la interpretación y aplicación 
del Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede de 3 de enero de 1979, 
prevista en su artículo VI».

Con la anulación de esta posterior Orden ministerial, por tanto, cobra 
vigencia la anterior de 5 de junio de 2001. 

3  
El derecho comunitario de la competencia y su incidencia en la exen-

ción relativa al ICIO

3.1 
Introducción

La consideración y aplicación del derecho comunitario de la competencia 
como fundamento normativo para resolver la controversia surge en el litigio 
seguido ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 4 de Madrid en 
los autos 247/2014, a instancia de la Congregación de Escuelas Pías - Provin-
cia Betania contra el Ayuntamiento de Getafe, el cual denegó a la reclamante 
la exención prevista en el mencionado Acuerdo. La incidencia del derecho 
comunitario de la competencia se concreta en el marco de la prohibición ge-
neral de ayudas estatales establecida en el art. 107 TFUE, en cuanto la exen-
ción de la que tratamos pudiera constituir una ayuda estatal prohibida, en 
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función de la naturaleza de la actividad a desarrollar en los inmuebles objeto 
de dicho impuesto local (una actividad económica).

Así, el juez (según expresa en la sentencia que decidió finalmente el 
asunto, n.º 1/2018, de 8 de enero), al tener serias dudas de que la norma del 
apartado segundo de la Orden de 5 de junio de 2001 podría constituir una 
ayuda incompatible con el mercado interior, en los términos establecidos en 
el artículo 107 TFUE, tras audiencia de las partes, planteó ante el TJUE la co-
rrespondiente cuestión prejudicial para que se pronunciara respecto a si resul-
taba contraria a dicho precepto «la exención a la Iglesia Católica del impuesto 
sobre construcciones, instalaciones y obras, en relación con las realizadas en 
inmuebles destinados al desarrollo de actividades económicas que no tengan 
una finalidad estrictamente religiosa» (Auto de 26/01/2016).

La respuesta dada por el TJUE (Gran Sala), en sentencia de 27 de junio 
de 2017 (Asunto C-74/16), fue que «una exención fiscal como la controverti-
da en el litigio principal, de la cual se beneficia una congregación de la Iglesia 
Católica por las obras realizadas en un inmueble destinado al ejercicio de ac-
tividades sin una finalidad estrictamente religiosa, puede estar comprendida 
en el ámbito de la prohibición establecida en el artículo 107 TFUE, apartado 
1, si tales actividades son de carácter económico y en la medida en que lo 
sean, extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente».

 3.2 
La supremacía del derecho comunitario de la competencia

Ante todo debe tenerse presente que la efectiva integración de España en la 
UE (CEE) tuvo lugar el 1 de enero de 1986, y supuso y supone la asunción e 
íntegra aceptación por nuestro país del ordenamiento jurídico comunitario y, 
en particular y en lo que ahora interesa, de las normas sobre competencia ne-
cesarias para el funcionamiento del mercado interior, que es competencia ex-
clusiva de la UE (conforme al art. 3.1.b], «la Unión dispondrá de competencia 
exclusiva en los ámbitos siguientes: (…) b) el establecimiento de las normas 
sobre competencia necesarias para el funcionamiento del mercado interior»).

La premisa de la que parte el sistema económico de libre mercado o 
de mercado abierto, fundamento de la UE, es que las fuerzas intrínsecas del 
mismo crean una mejor asignación de los recursos y una mayor eficacia en 
la oferta de productos y servicios que otros sistemas económicos. No es en 
la práctica un sistema perfecto o de fácil consecución, sino solo en abstracto, 
porque la competencia no es perfecta: ciertas empresas en situación de distor-
sionar el sistema de fijación de precios pueden hacerlo efectivamente; otras 
pueden alcanzar acuerdos o materializar prácticas paralelas para restringir la 
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competencia e impedir la entrada o subsistencia de competidores; el ordena-
miento y los poderes públicos pueden otorgar monopolios (repárese en los 
derechos subjetivos de exclusiva) y conceder ayudas y beneficios a ciertas 
empresas. La libre competencia es una materia necesitada de regulación po-
sitiva y protectora, y es por ello que los Tratados de la Unión contemplan 
normas en garantía de la libre competencia y del mercado único europeo, 
que no se agota con la aplicación y desarrollo de previsiones acerca de los 
acuerdos restrictivos de la competencia y la explotación abusiva de una posi-
ción dominante en el mercado (arts. 101 y 102 TFUE, antiguos arts. 81 y 82 
del TCE); otras acciones estructurales son necesarias, como el control de las 
concentraciones empresariales, el control de las ayudas estatales y la política 
de liberalización de los sectores bajo monopolio. 

Como es sabido, el derecho comunitario es de aplicación directa, no solo 
genera obligaciones para los países de la UE, sino también derechos para los 
particulares, creando en este sentido un orden jurídico excepcional que con-
cede derechos fundamentales a los ciudadanos, y así lo tiene efectivamente 
en materia de la competencia, que se aplicará de acuerdo con (a) el principio 
de territorialidad objetiva: ámbito territorial, el de la UE, y (b) el principio del 
efecto: solo se aplican las normas comunitarias si los efectos se han produci-
do en el interior de la UE, con independencia de dónde se hayan producido 
los actos. En caso de posible concurrencia con los ordenamientos internos de 
defensa de la competencia, la relación entre uno y otro viene determinada por 
(a) la eficacia directa, en este caso, del art. 107, considerada norma de orden 
público comunitario; y (b) la supremacía del derecho comunitario en caso de 
conflicto, que se manifiesta, entre otros aspectos, en que si el comportamiento 
está prohibido por el derecho comunitario, no puede ser autorizado por apli-
cación del derecho interno.

En suma, los Tratados Constitutivos de la Unión Europea fijaron como 
objetivo la consecución de un mercado interior competitivo y abierto que ga-
rantizara que las empresas compitieran en este espacio, y por este motivo, la 
política de concesión de ayudas por parte de los Estados miembros se consi-
dera como una auténtica amenaza para el mercado común, pues puede falsear 
gravemente la competencia e impedir que prevalezca el principio de igualdad 
de condiciones en el mercado interior. 
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3.3 
Los preceptos relevantes

A tenor del art. 107 TFUE (antiguo art. 87 TCE):
1. Salvo que los Tratados dispongan otra cosa, serán incompatibles con 
el mercado interior, en la medida en que afecten a los intercambios co-
merciales entre Estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados 
o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o ame-
nacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o 
producciones -a tenor del art. 1.2 TFUE, por «Tratados» ha de entender-
se el presente Tratado y el Tratado de la Unión Europea, sobre los que se 
fundamenta la Unión y que tienen el mismo valor jurídico-.
2. Serán compatibles con el mercado interior:
a) las ayudas de carácter social concedidas a los consumidores indi-
viduales, siempre que se otorguen sin discriminaciones basadas en el 
origen de los productos;
b) las ayudas destinadas a reparar los perjuicios causados por desastres 
naturales o por otros acontecimientos de carácter excepcional;
c) las ayudas concedidas con objeto de favorecer la economía de deter-
minadas regiones de la República Federal de Alemania, afectadas por 
la división de Alemania, en la medida en que sean necesarias para com-
pensar las desventajas económicas que resultan de tal división. Cinco 
años después de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, el Consejo 
podrá adoptar, a propuesta de la Comisión, una decisión por la que se 
derogue la presente letra.
3. Podrán considerarse compatibles con el mercado interior:
a) las ayudas destinadas a favorecer el desarrollo económico de regio-
nes en las que el nivel de vida sea anormalmente bajo o en las que exista 
una grave situación de subempleo, así como el de las regiones contem-
pladas en el artículo 349, habida cuenta de su situación estructural, 
económica y social;
b) las ayudas para fomentar la realización de un proyecto importante de 
interés común europeo o destinadas a poner remedio a una grave pertur-
bación en la economía de un Estado miembro;
c) las ayudas destinadas a facilitar el desarrollo de determinadas acti-
vidades o de determinadas regiones económicas, siempre que no alteren 
las condiciones de los intercambios en forma contraria al interés común;
d) las ayudas destinadas a promover la cultura y la conservación del 
patrimonio, cuando no alteren las condiciones de los intercambios y de 
la competencia en la Unión en contra del interés común;
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e) las demás categorías de ayudas que determine el Consejo por deci-
sión, tomada a propuesta de la Comisión.
El art. 108 (antiguo artículo 88 TCE) dispone lo siguiente: 
1. La Comisión examinará permanentemente, junto con los Estados 
miembros, los regímenes de ayudas existentes en dichos Estados. Pro-
pondrá a estos las medidas apropiadas que exija el desarrollo progresi-
vo o el funcionamiento del mercado interior.
2. Si, después de haber emplazado a los interesados para que presenten 
sus observaciones, la Comisión comprobare que una ayuda otorgada 
por un Estado o mediante fondos estatales no es compatible con el mer-
cado interior en virtud del artículo 107, o que dicha ayuda se aplica de 
manera abusiva, decidirá que el Estado interesado la suprima o modifi-
que en el plazo que ella misma determine.
Si el Estado de que se trate no cumpliere esta decisión en el plazo esta-
blecido, la Comisión o cualquier otro Estado interesado podrá recurrir 
directamente al Tribunal de Justicia de la Unión Europea, no obstante lo 
dispuesto en los artículos 258 y 259.
A petición de un Estado miembro, el Consejo podrá decidir, por unani-
midad y no obstante lo dispuesto en el artículo 107 o en los reglamentos 
previstos en el artículo 109, que la ayuda que ha concedido o va a con-
ceder dicho Estado sea considerada compatible con el mercado interior, 
cuando circunstancias excepcionales justifiquen dicha decisión. Si, con 
respecto a esta ayuda, la Comisión hubiere iniciado el procedimiento 
previsto en el párrafo primero del presente apartado, la petición del Es-
tado interesado dirigida al Consejo tendrá por efecto la suspensión de 
dicho procedimiento hasta que este último se haya pronunciado sobre la 
cuestión.
Sin embargo, si el Consejo no se hubiere pronunciado dentro de los tres 
meses siguientes a la petición, la Comisión decidirá al respecto.
3. La Comisión será informada de los proyectos dirigidos a conceder 
o modificar ayudas con la suficiente antelación para poder presentar 
sus observaciones. Si considerare que un proyecto no es compatible con 
el mercado interior con arreglo al artículo 107, la Comisión iniciará 
sin demora el procedimiento previsto en el apartado anterior. El Estado 
miembro interesado no podrá ejecutar las medidas proyectadas antes 
que en dicho procedimiento haya recaído decisión definitiva.
4. La Comisión podrá adoptar reglamentos relativos a las categorías de 
ayudas públicas sobre las que el Consejo haya determinado, con arreglo 
al artículo 109, que pueden quedar exentas del procedimiento estableci-
do en el apartado 3 del presente artículo.
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Y a tenor del art. 109 (antiguo artículo 89 TCE):
El Consejo, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento 
Europeo, podrá adoptar los reglamentos apropiados para la aplicación 
de los artículos 107 y 108 y determinar, en particular, las condiciones 
para la aplicación del apartado 3 del artículo 108 y las categorías de 
ayudas que quedan excluidas de tal procedimiento.

4  
La STJUE de 27 de junio de 2017

4.1 
Las «ayudas existentes» y las «nuevas ayudas»

Una cuestión relevante tratada por la STJUE es la distinción y aplicación al 
caso de las ayudas existentes y las nuevas ayudas, en el sentido de los aparta-
dos 1 y 3, respectivamente, del art. 108 TFUE.

Dado que el Gobierno español había afirmado en sus observaciones ante 
el Tribunal de Justicia que, habida cuenta de que el Acuerdo de 3 de junio de 
1979 se celebró antes de la adhesión del Reino de España a la Unión Euro-
pea, y de que la exención controvertida en el litigio principal se fundamenta 
en dicho Acuerdo, tal exención sería en todo caso constitutiva de una ayuda 
existente, indica el Tribunal que debe recordarse que, en el marco del sistema 
de control de ayudas estatales establecido en los artículos 107 y 108 TFUE, el 
procedimiento difiere según se trate de ayudas existentes o de nuevas ayudas. 
Mientras que, conforme al apartado 1 del artículo 108 TFUE, las ayudas exis-
tentes pueden seguir ejecutándose mientras la Comisión no haya declarado su 
incompatibilidad, el apartado 3 del mismo artículo 108 TFUE dispone que los 
proyectos dirigidos a conceder nuevas ayudas o a modificar ayudas existentes 
deberán notificarse a la Comisión con la suficiente antelación, y no podrán 
ejecutarse antes de que en dicho procedimiento haya recaído una decisión de-
finitiva (sentencia de 26 de octubre de 2016, C590/14 P, apartado 45) (ap. 86).

Sin perjuicio de lo dispuesto en el Acta de adhesión del Estado miembro 
de que se trate, constituye una «ayuda existente» toda ayuda que existiese 
antes de la entrada en vigor del Tratado en ese Estado miembro, es decir, 
los regímenes de ayudas y las ayudas individuales que se hubieran llevado a 
efecto con anterioridad a la entrada en vigor del Tratado, y que sigan siendo 
aplicables con posterioridad a la misma (véase, en este sentido, la sentencia 
de 18 de julio de 2013, P, C6/12, apartado 42) (ap. 87).

En el presente asunto -indica el TJUE-, si bien es cierto que el artículo 
IV, apartado 1, letra B), del Acuerdo de 3 de enero de 1979, que establece una 
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exención total de los impuestos reales en favor de la Iglesia Católica espa-
ñola, es anterior a la adhesión del Reino de España a la Unión, no es menos 
verdad que el ICIO no se introdujo en el ordenamiento jurídico español hasta 
después de la adhesión, y que la exención fiscal controvertida en el litigio 
principal lo fue mediante la Orden de 5 de junio de 2001 (ap. 88).

En estas circunstancias -prosigue el TJUE-, si el órgano jurisdiccional 
remitente constatase la existencia de una ayuda estatal en favor de la Congre-
gación, solo podría tratarse de una nueva ayuda en el sentido del artículo 108 
del TFUE, apartado 3 -concluye el TJUE-.

Es decir, son «ayudas existentes» aquellas que existían con anterioridad 
a la entrada del Estado que las concede en la Unión Europea (o, como precisó 
la abogada general en sus conclusiones, aquellas cuyo efecto, potencial o real, 
de falseamiento de la competencia puede producirse o se produce con ante-
rioridad a la adhesión del Estado a la Unión). Tales «ayudas existentes» están 
sometidas a un examen permanente de la Comisión (artículo 108.1 TFUE), 
pero pueden ejecutarse normalmente mientras la Comisión no diga lo contra-
rio (Sentencia de 15 de marzo de 1994, Banco Exterior de España, C-387/92, 
EU: C: 1994:100, apartado 20). Si la exención de la Iglesia Católica en el 
ICIO fuera calificada como «ayuda existente», el órgano jurisdiccional, o 
cualquier otro aplicador del derecho, podría considerarla legal mientras la 
Comisión no la declarara incompatible con el mercado interior. Esto es, la 
exención podría concederse mientras la Comisión Europea no lo prohibiera.

Las «nuevas ayudas», por el contrario, son aquellas cuyos efectos de 
falseamiento de la competencia se producen o pueden producirse en fechas 
posteriores a la adhesión a la UE del Estado miembro que las concede. Tales 
«nuevas ayudas» no pueden ejecutarse hasta que la Comisión las autorice (ar-
tículo 108.3 TFUE), es decir, para las «nuevas ayudas» rige una obligación de 
notificación a la Comisión y no pueden ejecutarse; si se ejecutaran, o sea, si 
se concedieran sin previo pronunciamiento de la Comisión, serían ilegales y, 
por tanto, el juez nacional y los aplicadores de las normas nacionales podrían 
entender que no procede conceder la exención porque hacerlo significaría ir 
contra el artículo 108.3 TFUE.

4.2 
Requisitos para que las exenciones fiscales puedan constituir una ayu-

da estatal prohibida por el art. 107.1 TFUE

El TJUE, tras exponer los antecedentes del caso y la normativa estatal, analiza 
los requisitos para que la exención caiga en el ámbito de la prohibición del 
art. 107 TFUE. Advierte, a partir del auto de remisión, que la cuestión que se 
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ha planteado ante el órgano judicial remitente es si el artículo 107 TFUE se 
opone a que la Congregación, en virtud de la Orden de 5 de junio de 2001, 
que implementa el artículo IV, apartado 1, letra B, del Acuerdo de 1989 con 
la Santa Sede, pueda disfrutar de la exención fiscal controvertida en el litigio 
principal (apartado 28) en un inmueble destinado al ejercicio de actividades 
sin una actividad estrictamente religiosa (ap. 35), y constata que la Congre-
gación desarrolla tres tipos de actividad en el Colegio «La Inmaculada» (ap. 
52), «a saber: actividades estrictamente religiosas, enseñanza subvencionada 
por el Estado español y educación libre sin el apoyo financiero de dicho Esta-
do miembros, además de prestar a sus alumnos servicios complementarios de 
restauración y de transporte».

En este contexto indica que, para dar al órgano jurisdiccional remitente 
una respuesta con elementos de interpretación útiles, procede responder a la 
cuestión no solo en relación con el art. 107 TFUE, apartado 1, sino también 
con el art. 108 TFUE, apartados 1 y 3, a los que ya hemos hecho referencia.

Sobre el concepto de «ayuda estatal» en el sentido del artículo 107 
TFUE, apartado 1

Los requisitos para que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal 
de Justicia, pueda hablarse de una ayuda estatal en el sentido del art. 107.1 
TFUE, son los siguientes: 

- debe tratarse de una intervención del Estado o mediante fondos estata-
les; 

- tal intervención debe poder afectar a los intercambios comerciales entre 
los Estados miembros; 

- debe conferir una ventaja selectiva a su beneficiario; 
- debe falsear o amenazar con falsear la competencia (ap. 38).
Debe ser considerada en esta materia la Comunicación de la Comisión 

relativa a la aplicación de la normativa sobre ayudas estatales en el sentido 
del artículo 107 TFUE, apartado 1, DO 2009, que el Tribunal asume. Y, por 
la importancia del precedente, entre otras, la STJUE de 9 de octubre de 2014, 
C-522/13 (asunto Navantia).

Por otra parte, el derecho de la Unión en materia de competencia y, en 
particular, la prohibición establecida en el art. 107.1 TFUE, tienen por objeto 
las actividades de las «empresas» (sentencias del TJUE de 23 de marzo de 
2006, C-237/04, aps. 27 y 28; y de 5 de marzo de 2015, C-93/13 P y C-123/13 
P, ap. 88), por lo que debe examinarse si la Congregación puede ser calificada 
de empresa a estos efectos.

	 La jurisprudencia del TJUE conceptúa como empresa a cualquier 
entidad que ejerza una actividad económica con independencia del estatuto 
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jurídico de dicha entidad y de su modo de financiación (ap. 41), siendo irrele-
vante su carácter público o privado (ap. 42).

	 En la medida en que la actividad de que se trate pueda calificarse de 
«económica», el hecho de que sea ejercida por una comunidad religiosa no 
obsta a la aplicación de las normas del Tratado, entre ellas las que regulan el 
derecho de la competencia (STJUE de 5 de octubre de 1988, 196/87, aps. 9 y 
14) (ap. 43).

	 La calificación de «actividad económica» debe examinarse respecto 
de cada una de las distintas actividades ejercidas por una determinada entidad 
(Sentencia de 24 de octubre de 2002, C82/01 P, apartado 75, y de 1 de julio de 
2008, C49/07, apartado 25) (ap. 44).

«Constituye una actividad económica toda actividad consistente en ofre-
cer bienes o servicios en un mercado determinado» (sentencia de 10 de enero 
de 2006, C222/04, apartado 108) (ap. 45).

El hecho de que la oferta de productos y servicios se haga sin ánimo de 
lucro no obsta para que la entidad que efectúa tales operaciones en el mercado 
deba ser considerada una empresa, cuando dicha oferta compita con las de 
otros operadores con ánimo de lucro (sentencia de 1 de julio de 2008, C49/07, 
apartado 27) (ap. 46).

Constituyen servicios que pueden ser calificados de «actividades econó-
micas» las prestaciones realizadas normalmente a cambio de una remunera-
ción. La característica esencial de la remuneración reside en el hecho de que 
constituye la contrapartida económica de la prestación considerada (véase, 
por analogía, la sentencia de 11 de septiembre de 2007, C76/05, apartados 37 
y 38 y jurisprudencia citada).

En estas circunstancias, debe considerarse que los cursos que imparten 
centros de enseñanza financiados esencialmente con fondos privados que no 
proceden del propio prestador de los servicios constituyen servicios, puesto 
que el objetivo perseguido por tales centros consiste, en efecto, en ofrecer un 
servicio a cambio de una remuneración (véanse, por analogía, las sentencias 
de 11 de septiembre de 2007, C76/05, apartado 40, y de 11 de septiembre de 
2007, C318/05, apartado 69) (ap. 48).

Ahora bien, no cabe afirmar lo mismo por lo que respecta a los cursos 
impartidos por determinados centros que forman parte de un sistema público 
de enseñanza y que se financian, total o parcialmente, con cargo a fondos 
públicos. En efecto, al establecer y mantener tal sistema público de enseñan-
za, financiado por lo general con cargo a fondos públicos y no por los alumnos 
o por sus padres, el Estado no se propone realizar actividades remuneradas, 
sino que cumple su misión hacia la población en los ámbitos social, cultural y 
educativo (véanse, por analogía, las sentencias de 11 de septiembre de 2007, 
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C76/05, apartado 39, y de 11 de septiembre de 2007, C318/05, apartado 68) 
(ap. 50).

En este contexto, no se descarta que un mismo centro pueda ejercer di-
versas actividades, económicas y no económicas, al mismo tiempo, siempre 
que mantenga una contabilidad separada por lo que respecta a la diferente fi-
nanciación recibida, de modo que se excluya todo riesgo de subvención «cru-
zada» de sus actividades económicas mediante fondos públicos de los que se 
beneficia en relación con sus actividades no económicas (ap. 51).

En el presente asunto, consta que la Congregación desarrolla tres tipos 
de actividad en el colegio «La Inmaculada», a saber: actividades estrictamen-
te religiosas, enseñanza subvencionada por el Estado español, y educación 
libre sin el apoyo financiero de dicho Estado miembro. Además, la referida 
entidad presta a sus alumnos servicios complementarios de restauración y de 
transporte (ap. 52).

Ahora bien, dado que la exención fiscal controvertida en el litigio prin-
cipal afecta a la reforma y ampliación del salón de actos del colegio «La 
Inmaculada», y que la Congregación ha destacado en la vista ante el Tribunal 
de Justicia que dicho salón de actos se destina únicamente a las actividades 
de enseñanza que propone, la referida exención no está relacionada ni con 
las actividades estrictamente religiosas de dicha entidad ni con los servicios 
complementarios mencionados en el apartado anterior (ap. 53).

En este contexto, para poder aplicar a dicha exención la prohibición es-
tablecida en el artículo 107 TFUE, apartado 1, corresponde al órgano juris-
diccional remitente determinar, a la luz de lo indicado en los apartados 41 a 
51 de la presente sentencia, si las actividades pedagógicas desarrolladas por 
la Congregación revisten o no carácter económico y, en su caso, cuáles de 
entre ellas tienen tal carácter (ap. 54).

A este respecto, teniendo en cuenta las precisiones concordantes apor-
tadas en la vista ante el Tribunal de Justicia por la Congregación, el Ayunta-
miento y el Gobierno español, es evidente que las actividades de enseñanza 
subvencionadas por el Estado español se insertan en el sistema público de 
enseñanza primaria y secundaria de dicho Estado miembro, puesto que la en-
señanza en el colegio «La Inmaculada» se imparte en virtud de un concierto 
celebrado entre la Congregación y la Comunidad de Madrid -financiado en 
su totalidad con cargo a fondos públicos- y de conformidad con los requisitos 
que en él se establecen (ap. 55).

De ser correcta esta información, extremo que corresponde comprobar al 
órgano jurisdiccional remitente, las actividades de enseñanza de la Congre-
gación subvencionadas por el Estado español no podrían calificarse de «eco-
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nómicas» con arreglo a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia a la que se 
ha hecho referencia en los apartados 41 a 50 de la presente sentencia (ap. 56).

En cambio, teniendo en cuenta la información proporcionada en la vista 
ante el Tribunal de Justicia por la Congregación, el Ayuntamiento y el Gobier-
no español, las actividades de enseñanza de la Congregación no subvencio-
nadas por el Estado español, correspondientes a la enseñanza preescolar, 
extraescolar y postobligatoria, parecen reunir todos los requisitos señala-
dos en los apartados 44 a 49 de la presente sentencia para ser calificadas de 
«actividades económicas», extremo que, no obstante, corresponde compro-
bar al órgano jurisdiccional remitente (ap. 57).

En efecto, se considera que esas actividades no son financiadas por el 
Estado español, sino que se trata de actividades organizadas por la propia 
Congregación y financiadas fundamentalmente mediante contribuciones fi-
nancieras privadas -en especial de los alumnos y de sus padres- a los costes 
escolares (ap. 58).

Si, una vez concluida dicha comprobación, el órgano jurisdiccional re-
mitente considerase que las actividades de enseñanza de la Congregación no 
subvencionadas por el Estado español constituyen una «actividad económi-
ca», tendría aún que comprobar si el salón de actos del colegio «La Inmacula-
da» se dedica a un uso que corresponda exclusivamente a una u otra de tales 
actividades de enseñanza, o a un uso mixto (ap. 59).

En efecto, si el uso del salón de actos estuviese reservado únicamente a 
las actividades de enseñanza subvencionadas por el Estado español, que reú-
nan todos los requisitos señalados en el apartado 50 de la presente sentencia, 
la exención fiscal controvertida en el litigio principal no podría estar com-
prendida en el ámbito de la prohibición establecida en el artículo 107 TFUE, 
apartado 1 (ap. 60).

En cambio, si el uso del salón de actos se dedicase únicamente a ac-
tividades de enseñanza realizadas por la Congregación sin subvención del 
Estado español, que reúnan todos los requisitos señalados en los apartados 
44 a 49 de la presente sentencia, la exención controvertida en el litigio prin-
cipal podría estar comprendida en el ámbito de dicha prohibición (ap. 61).

En el supuesto de un uso mixto del salón de actos, la exención fiscal 
controvertida en el litigio principal podría estar comprendida en el ámbito de 
la referida prohibición, en la medida en que el salón de actos se destine a 
actividades que reúnan los requisitos señalados en los apartados 44 a 49 y 
51 de la presente sentencia (ap. 62).

De las anteriores consideraciones se desprende que la exención fiscal 
controvertida en el litigio principal solo puede estar comprendida en el ámbi-
to de la prohibición establecida en el artículo 107 TFUE, apartado 1, si, por un 
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lado, al menos una parte de las actividades de enseñanza desarrolladas por la 
Congregación en el colegio «La Inmaculada» ha de calificarse de «actividad 
económica», en el sentido de la jurisprudencia a la que se ha hecho referencia 
en los apartados 44 a 49 de la presente sentencia, y si, por otro lado, el salón 
de actos de dicho colegio se destina, al menos en parte, a tales actividades 
económicas.

Debe comprobarse, además, si es que el salón de actos se destina a activi-
dades realizadas por la Congregación que hayan de calificarse de «económi-
cas», si, en una situación como la que es objeto del litigio principal, se cum-
plen los cuatro requisitos señalados en el apartado 38 de la presente sentencia.

Sobre el concepto de «ventaja económica selectiva» (si la exención fis-
cal controvertida otorga una ventaja a su beneficiario), es preciso recordar 
que, según jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia, se consideran 
ayudas estatales las intervenciones que, bajo cualquier forma, puedan fa-
vorecer directa o indirectamente a las empresas, o que deban calificarse 
de ventaja económica que la empresa beneficiaria no hubiera obtenido en 
condiciones normales de mercado (sentencia de 9 de octubre de 2014, Na-
vantia, C522/13, apartado 21) (ap. 65).

Así, se consideran ayudas, entre otras, las intervenciones que, bajo for-
mas diversas, alivian las cargas que normalmente recaen sobre el presupues-
to de una empresa y que, por ello, sin ser subvenciones en el sentido estricto 
del término, tienen la misma naturaleza y surten efectos idénticos (sentencia 
de 19 de marzo de 2013, Bouygues y Bouygues Télécom/Comisión y otros y 
Comisión/Francia y otros, C399/10 P y C401/10 P, EU:C:2013:175, apartado 
101) (ap. 66).

En el presente asunto, del auto de remisión se desprende, por una parte, 
que, conforme al artículo 100, apartado 1, y al artículo 101, apartado 1, del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, toda empresa 
que realice obras como las del litigio principal es sujeto pasivo del ICIO, y 
que la Congregación abonó el impuesto devengado por este concepto. Por 
otra parte, del mismo auto se deduce que el efecto de la exención fiscal con-
trovertida en el litigio principal sería la devolución a la Congregación del 
impuesto abonado por ella (ap. 67).

En estas circunstancias, es preciso considerar que el ICIO es un impuesto 
normalmente adeudado por todos los contribuyentes que realicen las obras de 
construcción o de reforma objeto de dicho impuesto, y que la exención con-
trovertida en el litigio principal tendría por efecto aliviar las cargas que recaen 
sobre el presupuesto de la Congregación. Por consiguiente, es evidente que 
tal exención fiscal conferiría una ventaja económica a la Congregación (ap. 
68).
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Además, de la Orden de 5 de junio de 2001 resulta que la Santa Sede, la 
Conferencia Episcopal, las Diócesis, las Parroquias y otras circunscripciones 
territoriales, las Órdenes y Congregaciones Religiosas y los Institutos de Vida 
Consagrada y sus provincias y sus casas disfrutan de una exención total y per-
manente del ICIO. Por tanto, resulta que la referida Orden no es una medida 
general aplicable sin distinción a todos los operadores económicos, sino una 
medida a priori selectiva (ap. 70).

Dicho esto, de jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia se des-
prende que el concepto de «ayuda estatal» no se refiere a las medidas estatales 
que establecen una diferenciación entre empresas -y que, en consecuencia, 
son a priori selectivas- cuando esta diferenciación resulta de la naturaleza 
o de la estructura del sistema en el que se inscriben, circunstancia que debe 
demostrar el Estado miembro afectado (sentencia de 9 de octubre de 2014, 
Navantia, C522/13, apartado 42) (ap. 71).

Ahora bien, en el presente asunto no se deduce de ningún dato obrante en 
los autos presentados al Tribunal de Justicia que la exención fiscal establecida 
mediante la Orden de 5 de junio de 2001 se derive directamente de los princi-
pios fundadores o rectores del sistema tributario del Reino de España, ni que 
sea necesaria para el funcionamiento y la eficacia de este sistema (ap. 72).

Por ello se cumple en este caso el requisito de la existencia de una ven-
taja económica selectiva (ap. 71 y 73).

Sobre el concepto de «ayuda otorgada por el Estado o mediante fondos 
estatales», para que una ventaja pueda ser calificada de ayuda en el sentido 
del artículo 107 TFUE, apartado 1, es necesario, por una parte, que sea otor-
gada directa o indirectamente mediante fondos estatales y, por otra parte, que 
sea imputable al Estado (sentencia de 19 de diciembre de 2013, C262/12, 
apartado 16) (ap. 74).

Por lo que respecta, en primer lugar, al requisito de la imputabilidad de 
la medida, basta con señalar que la exención fiscal controvertida en el litigio 
principal deriva directamente de la Orden de 5 de junio de 2001, adoptada por 
el Ministerio español de Hacienda, y tiene su origen en el Acuerdo de 3 de 
enero de 1979, celebrado y aplicado por el Estado español (ap. 75).

En segundo lugar, en cuanto al requisito de que la ventaja se otorgue 
directa o indirectamente mediante fondos estatales, no se discute que la exen-
ción controvertida en el litigo principal, que supone la supresión de una carga 
que normalmente gravaría el presupuesto de la Congregación, tiene como 
corolario una disminución de los ingresos del Ayuntamiento en la cuantía 
correspondiente.

En estas circunstancias, se cumple el requisito de la intervención del 
Estado mediante fondos estatales.
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Sobre los conceptos de ayudas que «afecten a los intercambios comer-
ciales entre Estados miembros» y que «falseen o amenacen falsear la com-
petencia»: en cuanto a los requisitos relativos a la incidencia de una ventaja 
económica en los intercambios comerciales entre los Estados miembros y a 
la distorsión de la competencia que puede suponer, es preciso recordar que, 
a efectos de la calificación como ayuda estatal de una medida nacional, no es 
necesario acreditar la incidencia real de la ayuda de que se trate en los inter-
cambios comerciales entre los Estados miembros y la distorsión efectiva de la 
competencia, sino únicamente examinar si tal ayuda puede afectar a dichos 
intercambios y falsear la competencia (sentencia de 21 de diciembre de 2016, 
C76/15, apartado 102) (ap. 79).

Concretamente, cuando una ayuda otorgada por un Estado miembro re-
fuerza la posición de determinadas empresas en relación con otras empresas 
competidoras en los intercambios comerciales entre los Estados miembros, 
debe considerarse que la ayuda afecta a tales intercambios. A este respecto, 
no es necesario que las empresas beneficiarias participen en los intercambios 
comerciales entre los Estados miembros. En efecto, cuando un Estado miem-
bro concede una ayuda a empresas, la actividad interior puede mantenerse o 
aumentar, con la consecuencia de que disminuyen con ello las posibilidades 
de las empresas establecidas en otros Estados miembros de penetrar en el 
mercado del Estado miembro en cuestión (sentencia de 21 de diciembre de 
2016, C76/15, apartado 104) (ap. 79).

En cuanto al requisito de la distorsión de la competencia, hay que sub-
rayar que las ayudas que tienen por objeto liberar a una empresa de los costes 
propios de su gestión corriente o de sus actividades normales, con los que 
normalmente debería haber cargado, falsean, en principio, las condiciones de 
competencia (sentencia de 26 de octubre de 2016, C211/15 P, apartado 66) 
(ap. 80).

En el asunto principal, es posible que la exención del ICIO de la que pu-
diera disfrutar la Congregación tenga como consecuencia hacer más atractiva 
la prestación de sus servicios de enseñanza, en relación con la prestación de 
servicios de centros también activos en el mismo mercado (ap. 81).

Ahora bien, de conformidad con el artículo 2 del Reglamento (CE) n.º 
1998/2006 de la Comisión, de 15 de diciembre de 2006, relativo a la aplica-
ción de los artículos 107 y 108 TFUE a las ayudas de minimis, en relación 
con su considerando 8, se considera que las ayudas que no superen el límite 
de 200 000 euros en un período de tres años no afectan a los intercambios 
comerciales entre los Estados miembros, ni falsean ni amenazan con falsear 
la competencia, de modo que tales medidas no están incluidas en el concepto 
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de ayudas estatales (sentencia de 8 de mayo de 2013, C197/11 y C203/11, 
apartado 81) (ap. 82).

A este respecto, incumbe al órgano jurisdiccional remitente comprobar si 
en el presente asunto se alcanza tal umbral, teniendo en cuenta que únicamen-
te podrán tomarse en consideración, a los efectos del correspondiente cálculo, 
las ventajas de las que haya disfrutado la Congregación en relación con sus 
eventuales actividades económicas, de modo que las actividades no económi-
cas deben quedar excluidas de dicho cálculo, con arreglo a lo indicado en los 
apartados 41 a 63 de la presente sentencia. 

Por tanto, corresponde al órgano jurisdiccional remitente apreciar, a la 
luz de los elementos interpretativos que preceden y sobre la base de todas las 
circunstancias pertinentes del asunto del que conoce, si la exención contro-
vertida en el litigio principal puede afectar a los intercambios comerciales en-
tre los Estados miembros, y si el Reglamento n.º 1998/2006 es de aplicación 
en el presente asunto.

El TJUE recuerda en este punto que si el tribunal albergase dudas por lo 
que respecta a la determinación del importe de las ayudas de las que pudiera 
haberse beneficiado la Congregación por sus eventuales actividades econó-
micas, siempre tendrá la posibilidad, además de solicitar la colaboración de 
otros órganos del Estado miembro afectado, de pedir ayuda a la Comisión a 
tales efectos, con arreglo al principio de cooperación leal, como se desprende 
en particular de los apartados 77 a 96 de la Comunicación de la Comisión re-
lativa a la aplicación de la normativa sobre ayudas estatales por los órganos 
jurisdiccionales nacionales (DO 2009, C 85, p. 1) (véase, en este sentido, la 
sentencia de 13 de febrero de 2014, Mediaset, C69/13, EU:C:2014:71, apar-
tado 30).

Habida cuenta de todas las consideraciones precedentes, debe responder-
se a la cuestión prejudicial planteada que una exención fiscal como la contro-
vertida en el litigio principal, de la cual se beneficia una congregación de la 
Iglesia Católica por las obras realizadas en un inmueble destinado al ejercicio 
de actividades sin una finalidad estrictamente religiosa, puede estar compren-
dida en el ámbito de la prohibición establecida en el artículo 107 TFUE, apar-
tado 1, si tales actividades son de carácter económico y en la medida en que 
lo sean, extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente.

ABREVIATURAS UTILIZADAS:
ICIO: impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras
TLHL: Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales
TFUE: Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
TJUE: Tribunal de Justicia de la Unión Europea


